Utopía

Avance en Castaños

Eduardo Ibarra Aguirre
A pesar de que a ninguna de las partes y de los actores involucrados dejó satisfecho el primer juicio en que un grupo de soldados recibe sentencia condenatoria por un tribunal civil, sienta precedentes que es obligado ponderar.


El 11 de julio de 2006, un pelotón del XIV Regimiento Motorizado de Caballería del Ejército, llegó en dos vehículos Hummer a la zona de tolerancia de Castaños, Coahuila, para “tomar venganza” porque dos soldados ebrios provocaron una riña, tras lo cual los policías municipales los detuvieron y para evitar un escándalo los liberaron enseguida.


“Tomar venganza” en la percepción cavernaria del pelotón y hasta de un general consistió en irrumpir violentamente en los bares El Pérsico y Las Playas, donde sometieron a golpes a los empleados y clientes, violaron tumultuariamente e incluso con objetos a 14 sexotrabajadoras, vapulearon a los policías municipales que habían liberado a los sardos rijosos y al final simularon con todos ellos un fusilamiento.


De la veintena de militares participantes sólo12 fueron identificados por las víctimas, pero semanas después el Ejército declaró desertores a cuatro de los involucrados en los ilícitos y únicamente ocho fueron puestos a disposición del juez.
Menos de 15 meses después, el juez Hiradier Huerta Rodríguez   sentenció al sargento Juan José Gaytán Santiago a 21 años de cárcel, a los soldados rasos Alejandro Rangel Fuentes a 41 años y ocho meses de prisión y Fernando Adrián Madrid Guardiola a 31 años de cárcel y la manutención de su hija, producto de la violación de Ludivina. Otro de los condenados podrá recuperar su libertad previo pago de una multa.

No le falta razón al obispo Raúl Vera López al considerar que se deja prácticamente impune a la mayoría de los presuntos delincuentes que se escudaron en el uniforme verde olivo, y que ello “abre una puerta aún más amplia para que miembros del Ejército mexicano sigan realizando todo tipo de atropellos, como los que ya cometen por todo el país.” (Proceso, 7-X-07, pp. 36-39).

En la situación de facto de un alto mando militar que virtualmente cogobierna el país, que pone y dispone sobre las garantías individuales de millones de mexicanos que padecen un Estado de excepción no declarado legalmente, no resulta anecdótico que la Diócesis de Saltillo, las organizaciones civiles de defensa de los derechos humanos, feministas y periodistas incluidas, de Coahuila y del país, al concertar voluntades y esfuerzos en torno a objetivos muy puntuales, arrancaron al secretario de la Defensa Nacional, el divisionario Guillermo Galván Galván, que sus subordinados fueran juzgados en tribunales civiles; que removiera al general Roberto Miranda Sánchez como comandante de la XI Región Militar, aunque después maniobró y lo envió a la III, lo que resultó una “caída para arriba”, es decir: un premio para el divisionario y una ofensa para las agraviadas y sus defensores; así como el cambio de plaza del general Rubén Venzor Arellano, comandante de la VI Zona Militar. 
Es un precedente de suma importancia que un grupo de delincuentes parapetado en el Ejército sea procesado y sentenciado por primera vez en tribunales civiles. Lo es mucho más cuando los asesinatos de dos niños y sus madres en Sinaloa de Leyva, Sinaloa; los crímenes, violaciones y robos cometidos en Nocupétaro, Carácuaro, Huetamo y Apatzingán, Michoacán, permanecen impunes en los estrechos marcos de la (in)justicia castrense. Como perdura en la impunidad la presunta violación y asesinato de Ernestina Ascencio Rosario, oficialmente fallecida por gastritis (de acuerdo al gastroenterólogo Felipe de Jesús Calderón Hinojosa) o por anemia crónica, a tono con el dictamen del doctor (en derecho) José Luis Soberanes Fernández.
Al precedente de Castaños, Coahuila, le antecede la jurisprudencia que sentó la Suprema Corte de Justicia de la Nación para que la cúpula de las fuerzas armadas no pueda despedir laboralmente y menos negar servicio médico y seguridad social a los portadores del VIH-sida.

En un panorama tan negro y desolador se evidencia que el Ejército, una institución del Ejecutivo federal acostumbrado a actuar como uno más de los poderes fácticos que niegan a la República y a la ciudadanía, es viable someterlo al imperio de la ley.
Acuse de recibo
En torno a El monopolio de Calderón (5-X-07), la columnista Manú Dornbierer señala:  “También  con  Ye  Gon  Calderón  juzgó:  Lo  voy  a  meter  a  la  cárcel,  espetó  en  uno  de  sus  cretinos  discursos, y naturalmente Ye  Gon  se  quedó  protegido en USA”… Para el integrante del Grupo María Cristina, Ramsés García Ancira Saba “No es necesario que el Senado luzca autoritario cancelando las concesiones a Tv Azteca, basta con que se restituyan las instalaciones del Canal 40, que fueron tomadas a mano armada y mediante un cohecho sindical con la participación de Jorge Mendoza, actual senador por Nuevo León”… El sábado 6 se cumplió el tercer aniversario del fallecimiento del periodista y comunicador Antonio Mora Hurtado.
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